CAUSA Nº 9864-M CCALP “ANGOS MARIA CRISTINA, DODDI ENRIQUE ANTONIO, TADDEI MARIA ELENA IRENE C/ MUNICIPALIDAD DE LA PLATA S/ AMPARO”

En la ciudad de La Plata, a los  dieciséis   días del mes de Marzo del año dos mil diez, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa “ANGOS MARIA CRISTINA, DODDI ENRIQUE ANTONIO, TADDEI MARIA ELENA IRENE C/ MUNICIPALIDAD DE LA PLATA S/ AMPARO”, en trámite ante el Juzgado Correccional N°2 del Departamento Judicial de la Plata (expte. Nº F-3047-), con arreglo al sorteo de ley, deberá observarse el siguiente orden de votación: Señores Jueces Dres. Gustavo Juan De Santis, Gustavo Daniel Spacarotel y Claudia Angélica Matilde Milanta.


El Tribunal resolvió plantear las siguientes

C U E S T I O N E S

Primera cuestión: ¿Qué pronunciamiento corresponde?


Segunda cuestión: ¿Es justa la regulación de honorarios?

V O T A C I Ó N
A la primera cuestión planteada, el Dr. De Santis dijo:

1. A fojas 10/18, los actores, María Cristina Angos, Enrique Antonio Doddi y María Elena Tadei, con patrocinio letrado, promueven acción de amparo contra la Provincia de Buenos Aires y la Municipalidad de La Plata.


Persiguen pronunciamiento que haga cesar la omisión de dichas autoridades públicas, que ven traducida en la falta de ejecución de obras tendientes a resguardar a los vecinos del Barrio Las Mellizas de Villa Elisa de los efectos de nuevas inundaciones.


Con la intervención de las representaciones estatales demandadas, y cumplidos los trámites procesales de rigor, el juez de la causa dicta sentencia, a fojas 208/219, haciendo lugar a la acción promovida, ordenando el despliegue de las atribuciones establecidas en el decreto ley n° 10.106/83 y  la Ordenanza n° 3001 y condenando, en forma alternativa o conjunta a ambas codemandadas, a ejecutar las obras necesarias para el mantenimiento del cauce del arroyo Azul y sus márgenes, con costas a la parte accionada.


De esas obras da detalle, remitiendo al informe pericial rendido en la causa.


Asimismo declara incumplida la medida cautelar dispuesta en los autos y aplica astreintes al Intendente Municipal de la Ciudad de La Plata.


Finalmente,  remite los antecedentes del caso a la Justicia Penal en turno y regula honorarios.


Para decidir con ese rumbo,  el pronunciamiento recurrido valora probada la omisión de las autoridades públicas, en el marco de inejecución de los deberes impuestos por las normas que consigna y la renuencia del Departamento Ejecutivo Comunal a sufragar la medida cautelar que fuera dispuesta, a fojas 135/136 (conf. decreto ley 10.106/83, t. seg. leyes 10.385 y 10.988, y Ordenanza n° 3001).


Así las cosas llegan los autos a esta instancia de apelación para considerar los recursos articulados por las codemandadas (fs. 244/245 y 278/283).


Ambas piezas impugnatorias son admisibles, a tenor de lo dispuesto por los artículos 16 y 17 de la ley 13.928 y competente este tribunal para considerarlas de conformidad a lo normado por el artículo 19 de la ley 7166 (conf. doct. art. 21 ley 13.928, causas CCALP n° 9065 y CCALP n° 9093, entre otras).


A esa labor ingresaré en lo que sigue.

  2. Abordaré esa tarea a la luz de la posición que dejara sentada en los autos, antes de ahora, y con la cual adelantara mi convicción relativa a la materia no justiciable del caso suscitado (conf. res. fs. 65/68).

Pues, como podrá repararse, éste siempre estuvo impregnado por una cuestión de legitimación de los actores para habilitar la actividad judicial, en el marco de un espacio que reveló necesario  ingresar a factores de ponderación del interés público, y por lo tanto inherentes a una función de gestión impropia para la jurisdicción.

Ello así dejó expuesto un abordaje de imposible sufragio por esta última.


En efecto, los postulados del principio de división de poderes, receptado por el modelo republicano constitucional (conf. art. 1 CN), forzaron, como ahora, esa derivación.


Dije en aquella ocasión, y lo reitero en ésta, que el sitio del planteo en el reclamo a las autoridades estatales, relativo a la realización de una obra pública de escurrimiento de aguas pluviales, aportaba una sustancia que impedía la admisibilidad de la acción articulada.


Esa solicitud, cuya respuesta se ubica en la zona de reserva de la administración, en la medida de la ponderación del interés público que conlleva, desbordaba todo perfil justiciable para hallar lugar en el derecho de petición (art. 14 CN).

Ello así se reveló una posibilidad ubicada en la gestión administrativa que es extraña a la labor de los jueces.

Esa presencia, por lo tanto, exponía desde el inicio óbices de promoción que me llevaron a discrepar con el criterio de los jueces que me precedieran en voto y a pronunciarme por el rechazo del recurso de apelación y la confirmación de la resolución que desestimara in limine la acción promovida (conf. arts. 20 inc. 2 CPBA,  7, 8 y ccs. ley 13.928).

La situación, claro está sin variantes actuales, ha contextualizado todo el desarrollo procesal para exponer, en esta instancia, un decisorio que adolece de la misma intromisión y que conduce mis razones presentes hacia su revocación.

La regla de habilitación, que supone sólo una tarea de control de legalidad para la actividad judicial, tal y como fuera concebida desde la garantía constitucional que informara al curso adjetivo (art. 20 inciso 2 CPBA), ha sido extendida a una condena de contenido sustitutivo de la actividad de gestión administrativa.

Se presenta así inconciliable con los límites de la función de los jueces y, en ese marco, reporta un notorio error de juzgamiento.

La fuerza de verdad jurídica definitiva, que es atributo de la sentencia,  puesta en aquella sustitución de la actividad administrativa conlleva la ruptura de la regla constitucional de división de poderes.

La conducta omisiva que halla el juez de la causa, siempre conducente para encausar un juicio de reproche por incumplimiento de los deberes legales en un espacio de responsabilidad en el que estén en juego intereses actuales y directos, singulares y comprobados (conf. art. 1112 C. Civil), no puede reconocer una extensión que posicione a la sentencia judicial en aquél espacio de sustitución.

En todo caso, de reparación, remediación o protección tutelar, según se trate la acción que curse el proceso, más nunca aquella dimensión.

La sentencia pronunciada, en cuanto se abastece en una errónea apreciación carece de argumento suficiente para informar tanto la condena principal como la resolución concerniente a la medida cautelar y su defectuoso cumplimiento, pues esta última también queda comprendida en la censura que conduce mis razones hacia su íntegra revocación.

Con ese orden de fundamentos, el fallo de la causa debe dejarse sin efecto en su totalidad, incluidas las conminaciones accesorias aplicadas.

Así, propongo:

Hacer lugar a los recursos de apelación de la parte demandada y con los alcances precedentes revocar la sentencia apelada, con costas en ambas instancias a la parte actora vencida en juicio (conf. arts. 20 inc. 2 CPBA, 1, 2, 5, 16, 17, 19, 21 y ccs. ley 13.928 , 19 ley 7166 y 274 del CPCC).

Así lo voto.


A la primera cuestión planteada, el Dr. Spacarotel dijo:

I.- Discrepo con la postura del Dr. De Santis.-

II.- En efecto, liminarmente corresponde circunscribir la contienda en los términos en que hubo sido planteada por las partes, con el objeto de procurar enervar la conducta omisiva de las demandadas (Provincia de Buenos Aires y Municipalidad de La Plata), en relación a la inejecución de los trabajos y obras de saneamiento ambiental en la cuenca del Arroyo Azul, (Barrio las Mellizas de Villa  Elisa), a los fines de evitar inminentes y continuas inundaciones.-

III.- En ese sitio de controversia, ha de destacarse, la conducta “pro activa” desplegada por el Juez “a quo”, que se vislumbra plasmada en la Audiencia de conciliación  de fecha 11.XII.2009 conforme el acta que obra glosada a fs. 135/136.-

En el mentado acto judicial, que queda en forma probatoria incorporado a la causa, la demandada, -Municipalidad de La Plata-, a través del Director General de Obras Públicas  Ing. Bazana da cuenta de las obras que proyecta realizar el Municipio en el Arroyo Azul, al tiempo que informa las dificultades que se suceden en la ejecución de los trabajos de saneamiento por su difícil accesibilidad; estableciendo, al propio tiempo, que no desconocen ni impugnan la prueba documental ofrecida. (fs.10/18, 24/28)

En ese mismo acto el representante técnico del Municipio (Ing bazzana), reconoce que “…sería útil un desmalezamiento del arroyo Azul, desde el arroyo Carnaval hasta calle 133…”.-

El magistrado de grado emite una resolución cautelar, ordenando las “…tareas de desmalezamiento del Arroyo Azul por parte de la Municipalidad de La Plata…”, en el plazo de 7 días y por espacio de treinta (30) días, comprendiendo la obra el tramo que va desde el arroyo carnaval hasta la calle 133.-

El citado pronunciamiento hubo quedado consentido en el propio acto por el apoderado municipal y por los representantes de la Provincia de Buenos Aires.-

IV.- A fs. 169 se hubo desinsaculado perito oficial, quedando designado el Ing. Roberto Garriga, cumpliendo su cometido técnico, mediante el informe obrante a fs. 193/206.-

Del meduloso trabajo prohijado por el experto, se concluye en la necesidad de ejecutar las obras para el debido mantenimiento y prevención de nuevas inundaciones en la zona del barrio “Las Mellizas”,  que  se desplazan sobre el arroyo a saber vgr. :a) retiro del alambre romboidal instalado sobre el cauce del arroyo, detallado punto "a" pericia; b) demolición obra de mampostería y hormigón armado ejecutada sobre cauce arroyo; c) retiro reja detallada punto 4 pericia; d) demolición terraplén detallado punto 13; e) limpieza y desmalezamiento perfilado en el arroyo; f) y retiro residuos vegetales precedente de poda.-

El contenido probatorio de la pericia no ha sido impugnado y reluce con la fuerza probatoria del artículo 474 del CPCC.-

V.- A fs.208/219, sobreviene la sentencia de mérito dictada por el Juez  en lo Correccional N° 2 de La Plata, por medio de la cual hace lugar a la acción de amparo promovida, y ordena a la parte demandada (Provincia y Municipalidad) para que en forma conjunta o alternada ejerzan el poder de policía que les impone la ley 10.106 y la Ordenanza 3001, para ejecutar las obras necesarias para el mantenimiento del cauce del arroyo Azul y sus márgenes, conforme los términos de la pericia producida en autos. Fija astreintes ante la inejecución.-

VI.- La sentencia es apelada, a fs. 244/245 por el apoderado de la Municipalidad de La Plata, haciendo lo propio, la Fiscalía de Estado a fs. 278/283.-

Por la pieza recursiva citada en primer término, la Comuna demandada, se agravia de la sentencia de grado esgrimiendo, -en lo que aquí interesa- la falta de legitimación pasiva de su parte, entendiendo que su mandante no tiene atribuciones para formular obras nuevas dentro del plexo normativo aplicable, argumentando haber dado cumplimiento con las responsabilidades derivadas de la Ley 8553, aportando fotos del desmalezamiento vegetal. Así también solicitan la inaplicación de los astreintes al Sr. Intendente Municipal.-

VII. A su turno, la Fiscalía de Estado, sostiene que  por Ley 8553 la Municipalidad de La Plata, tiene a su cargo el saneamiento y obras de conductos pluviales en el distrito, ello así, por imperio y delegación de la ley 8553, aduciendo la falta de legitimación de su parte, y la ausencia de manifiesta ilegitimidad en su obrar. Apela la imposición de costas y los honorarios regulados.-

VIII. Sustanciado los recursos (fs. 284, 292, 295), se encuentran las actuaciones en estado de ser estudiadas y resueltas por el Tribunal de Alzada.-

   IX. Este Tribunal es competente para entender en el presente proceso de amparo, a tenor del artículo 19 de la ley 7166, texto que no ha sido derogado, en cuanto al artículo citado se refiere, por su similar nº 13.928, (ver decreto nº 3344 del 29/12/2008) toda vez que el artículo 6º del decreto de promulgación hubo vetado la parte pertinente del artículo 21 de la ley 13.928.

Por lo demás, estando vigente el capítulo VIII de la ley 13.928, no otra interpretación puede realizarse, en el marco de necesaria supletoriedad hermenéutica, que la compatibilidad que determina la competencia de este órgano de apelación, en el curso del trámite de apelación delineado por el artículo 16 del novel texto legislativo. (conf. doctr. este Tribunal causas N° 9069, CCALP, “Maroni” y  Nº 9093 “Fernández”, ambas del 12/03/09 y SCBA Causa B.70026, res. del 25/3/09).

X.- LEGITIMACION DE LOS ACTORES.

Los actores en tanto vecinos colindantes en la zona de influencia del “arroyo azul”,  se muestran suficientemente legitimados para incoar la presente acción, ello así, toda vez que  la legitimación de la actora  debe ser considerada aun de oficio por el tribunal de apelación, en tanto constituye un presupuesto ineludible de la acción que se ejerce, haciendo a la existencia o no de la relación jurídica en que se funda el pleito (doct. art. 345, inc. 3°, Cód. Proc. y art. 20 ley 7166, mi voto causa "Adecua", CCASM, -de feria-, Nº 449 Sent. 25.1.06, causa N° 3131, CCALP, “Ceamse”, sent. del 22-06-06). 

 En tal cometido habré pues de expresar que, en cuanto a la legitimación que los actores exhiben para promover un amparo colectivo, en materia de tutela del medio ambiente el nuevo art. 43 de la  Const. Nacional, reconoce legitimación para promover acciones de amparo a sujetos potencialmente distintos de los afectados en forma directa por el acto u omisión que, en forma actual o inminente, lesione, restrinja, altere o amenace, con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, derechos o garantías reconocidos por la Constitución, un tratado o una ley; de este modo el art. 43 C.N. reconoció una acción para proteger los derechos de incidencia colectiva, invocado, con distintos resultados, en acciones dirigidas a cuestionar: vgr. un concurso público para la selección de proyectos para la instalación de plantas de tratamientos de residuos peligrosos ("Schroder, Juan v. Estado Nacional" , C. Nac. Cont. Adm. Fed., sala 3ª, del 8/9/1994, LL 1994-E-449).

En este sentido, la reglamentación de la pauta constitucional ambiental contenida en el artículo 41º de la Const. Nacional, ha sido reglamentada por la ley 25675 de Política Ambiental Nacional, y concordantemente con el texto constitucional, otorga legitimación a las asociaciones no gubernamentales para obtener la recomposición del ambiente (art. 30 ).

La legitimación ambiental se muestra ampliada, entendiéndose, a tal efecto, que toda persona portadora de un interés mínimo, razonable y suficiente puede actuar en defensa de los derechos de incidencia colectiva (Andorno, Luis O., "La responsabilidad por daño al medio ambiente", JA 1996-IV-877). En este andarivel, la noción de "afectado" se encuentra estrechamente vinculada a la de "habitante", como sujeto titular del derecho al ambiente, exorbitando la idea de damnificado directo o inmediato. Así se sostuvo que "...El término "afectado" no debe ceñirse a la noción de damnificado directo o inmediato. La idea de afectado se vincula estrechamente con la "alusión al `habitante´ que como sujeto titular del derecho al ambiente liminarmente efectúa el art. 41" (Carnota, Walter F., "El debido proceso ambiental", ED 160-991). 

De este modo se advierte, sin hesitación, los noveles contornos que perfilan a la acción de "amparo ambiental", su amplia legitimación, de consuno con los derechos a una efectiva información, educación, acceso a la justicia, reparación de daños, vías expeditas, extremos éstos que constituyen  algunas de las medidas a implementar por el Estado en punto a la custodia del medio ambiente de acuerdo con las nuevas directrices constitucionales (véase Carlos Enrique Camps y Luis María Nolfi, en "La recepción constitucional de la protección del medio ambiente: operatividad y eficacia", en ED del 21/5/1996; Lago, Daniel H., "Derecho a la información y participación comunitaria en la Ley Ambiental de la Provincia de Buenos Aires", LL 1996-IV-927; Botassi, Carlos Alfredo, "La nueva legislación ambiental bonaerense", LL 1996-IV-892, y Malm Green, Guillermo, "Algunos comentarios sobre estudios de impacto ambiental", LL 1995-A-801).

En ese entendimiento también lo ha sostenido la Suprema Corte de la Provincia en causa caratulada "Sociedad de Fomento Cariló c/ Municipalidad de Pinamar s/ Amparo" s. 29.5.02, y en causa B 65.269 "Asociación Civil Ambiente Sur", I. 19.III.03, en donde se sostuvo que "...la pretensión no reposa en la afectación de situaciones jurídicas subjetivas individuales sino en el derecho a un ambiente sano -arts. 28 y 20 inc. 2 de la Const. Pcial.-, que el cuestionado emprendimiento de la demandada conculcaría ilegítimamente".

También he tenido ocasión de pronunciarme en sentido receptivo a la legitimación inherente a la acción de amparo colectivo en las causas CCALP Nº 336 "Arias", Nº 1085 "Rodoni", y causa N° 3131, CCALP, “CEAMSE” citada supra.-

En los términos expuestos, deviene suficiente la legitimación de los actores en tanto vecinos afectados en forma directa por el curso de las aguas del arroyo “Azul”, habitantes del barrio “Las Mellizas” de Villa Elisa.- 

XI.- LAS NORMAS JURÍDICAS COMPROMETIDAS EN AUTOS:

XI. 1. Un primer espectro normativo, lo constituye el régimen legal en materia hidráulica de la provincia de buenos aires aprobado por DECRETO – LEY 10.106/83 (Texto actualizado por las leyes 10.385, 10.988 y Decreto 2.307/99.)

Bajo un primer análisis surge sin hesitación la competencia provincial a través del  Ministerio de Obras Públicas, quién tendrá a su cargo “… la vigilancia, protección, mantenimiento y ampliación del sistema hidráulico provincial. La ejecución de cualquier tipo de trabajo que pueda efectuar el equilibrio de dicho sistema requerirá la intervención técnica del Organismo de Aplicación.” (art. 2)

 
Así también, la autoridad de aplicación (Dirección Provincial de Saneamiento y Obras Hidráulicas), tiene expresas atribuciones para hacer efectiva las obras y adoptar las medidas necesarias para remover obstáculos que se proyecten sobre el cauce pluvial, provenientes del dominio privado, a saber: ARTICULO 2° bis: (Incorporado por Ley 10.988) I.    La Autoridad de Aplicación podrá: 1.    Establecer restricciones al dominio privado, racionalmente proporcionadas a las necesidades que deban satisfacerse, imponiendo a sus titulares, poseedores o usuarios obligaciones de hacer, de no hacer, o de dejar de hacer, conforme a la reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo. 2.    Penetrar e inspeccionar propiedades privadas sin otro requisito que la identificación de los funcionarios destacados y la indicación de las funciones que están cumpliendo. El propietario o usuario podrá exigir al funcionario constancia escrita de la orden, y en caso de oposición a la entrada, se le deberá exhibir orden de allanamiento.


Para el supuesto de incumplimiento de las medidas de coerción también la autoridad de aplicación podrá “…1.    Ejecutar por sí o por terceros las obras necesarias para restituir las cosas a su estado anterior, con cargo al propietario cuando se trate de obras clandestinas.2.    Aplicar multas por incumplimiento o resistencia a lo ordenado, las cuales se graduarán conforme a la entidad de la falta y consistirán en una suma variable entre veinte (20) y doscientos (200) sueldos del personal de la Administración Central de la Provincia, correspondiente a la Categoría IV del Agrupamiento Personal Administrativo.

Por último la norma dispone que “…ARTICULO 20°: La ejecución de obras de dragado y sistematización de lagunas u otros espejos de agua situados en el ámbito de la Provincia, serán atendidas, tanto en sus aspectos técnicos como financieros, por la Provincia.”.-

XI. 2. En segundo término la LEY 8553 tiene por finalidad transferir a la Municipalidad de La Plata obras de arte y conductos de desagües pluviales ejecutados por el Ministerio de Obras Públicas. A esos fines La Municipalidad de La Plata tendrá a su cargo con personal comunal o mediante contratación privada, la limpieza, desobstrucción y mantenimiento de los bienes indicados en el ar​tículo anterior. (arts. 1 y 2).-

El mentado cometido debe ser prestado en colaboración técnica y profesional por la Dirección de Hidráulica de la Provincia.- (art.3).-. 

XI.3. En este primer enfoque no puede dejar de reconocerse la incumbencia que se yergue en la Autoridad del Agua de la Provincia, conforme se deriva del Código de Aguas Provincial.(ley 12.257) en tanto tiene a su cargo la planificación estratégica del recurso hídrico, poniendo a ámbito el deber de elaborar y aplicar políticas “… para el mejoramiento integral de zonas anegables, la defensa contra inundaciones y sequías, para evitar la degradación de suelos y de todos aquellos episodios naturales o no que se registren eventualmente.” (art.5)  También  “.La Autoridad del Agua deberá confeccionar cartas de riesgo hídrico en las que se detallarán las zonas que puedan ser afectadas por inundaciones” (art.6).-

XI.4. Delineado el marco normativo,  no puede soslayarse la responsabilidad conjunta –aunque en diversos grados- que ostentan las demandas en relación al control, mantenimiento y defensa del recurso hídrico que se dispone en el Arroyo Azul (como afluente del arroyo carnaval) en la localidad de Villa Elisa.

De ello se sigue que la Provincia, en tanto titular del dominio público, debe por imperativo legal (Ley 10106) prestar la vigilancia, protección, mantenimiento y ampliación del sistema hidráulico provincial. 

Lo expuesto se materializa, puntualmente  a través  de la  Dirección Provincial de Saneamiento y Obras Hidráulicas de la Provincia (DIPSOH) órgano a quién le incumbe “…  Desarrollar las actividades necesarias para la realización de los proyectos y las obras hidráulicas y de saneamiento ambiental y de control de inundaciones de la Provincia. Ejecutar las obras públicas hidráulicas y de saneamiento ambiental y de control de inundaciones por contrato y/o administración, como también la inspección y supervisión de la ejecución y la recepción de las mismas, todo ello dentro del marco de la Ley n° 6021 de Obras Públicas y Realizar el mantenimiento de los cursos de agua. (ver. Decreto 1441/03).-

Lo expuesto resulta sin perjuicio de la delegación operada por Ley 8553 a favor de la Municipalidad de La Plata, para operativizar la limpieza, desobstrucción y mantenimiento de los bienes hídricos bajo su órbita comunal.-

XII. LA ACCION DE AMPARO SU PROCEDENCIA.-

XII. 1 El amparo para la tutela ambiental: 
Tuve ocasión de expresar en la causa N° 3131, CCALP,  “Ceamse” sent. del 22-06-06 que, es importante destacar, que en las presentes actuaciones, no se trata de una simple acción de amparo, reducida a los recaudos tipificantes que, de consuno, se verifican como determinantes para analizar la admisibilidad y procedencia de la acción expedita (arts. 1, 2, 6, de la ley 7166 y ley 13.928).

En la especie la acción de amparo en materia ambiental erige sus contornos configurativos a la luz del objeto tutelar determinado en el artículo 41º de la Const. Nacional y el art. 28 de la Const. Pcial.

En este sentido, cabe recordar que la Constitución local, luego de su reforma del año 1994, garantiza inequívocamente la defensa ambiental, al contemplar que los habitantes de la Provincia tienen el derecho a gozar de un ambiente  sano y el deber de conservarlo y protegerlo en su provecho y en el de las generaciones futuras. 

También establece el deber del estado provincial de preservar, recuperar y conservar los recursos naturales, renovables y no renovables de su territorio; planificar el aprovechamiento racional de los mismos; controlar el impacto ambiental de todas las actividades que perjudiquen al ecosistema; promover acciones que eviten la contaminación del aire, agua y suelo (conf. su art. 28).

 Por lo demás, es el propio rango de las normas examinadas el que permite derivar con claridad, y al amparo de lo reglado por el art. 31 de la Constitución Nacional, que la inmediata protección de un bien fundamental que debe ser preservado aún para las generaciones futuras (conf. arts. 28, Const. Prov. y 41 de la Const. Nac.), no puede perfilarse con los mismos recaudos de procedencia que el amparo convencional.

Así ha de recordarse que abundante y caracterizada doctrina destaca en la actualidad la existencia de una acción de amparo de características peculiares, propias, calificada como "amparo ambiental" (puede citarse, a título de ejemplo meramente enunciativo: Peyrano, Guillermo F., "La acción de amparo del art. 43  de la Constitución Nacional, vía de tutela genérica del medio ambiente", en JA 1999-IV-1167 ; del mismo autor, "La acción de amparo como medio de tutela de los intereses colectivos o difusos...", en JA 1996-IV-938; Tawil, Guido Santiago, "La cláusula ambiental en la Constitución Nacional", LL 1995-B-1292), reafirmándose por otra parte la esencia de orden público que acompaña al derecho ambiental por su directa vinculación con la salud de la población, la calidad de vida y la dignidad de la persona humana (Bustamante Alsina, Jorge, "El orden público ambiental", en LL 1995-E-918), ámbito en el cual se presentan como cuestiones inescindibles, más aún, inseparables, las urbanísticas y las ambientales en el sentido estricto (ver Tawil, Guido Santiago, "La cláusula ambiental en la Constitución Nacional", LL 1995-B-1325).

La queja vinculada a la ausencia de los requisitos de la acción de amparo, no puede tener andamiento favorable, en tanto lo expuesto se explica en que la acción intentada procura una solución expedita, preventiva, frente al riesgo potencial de daño, (inundaciones) valores que por otra parte tienen jerarquía supra legal previstos en el art. 25 del Pacto de San José de Costa Rica, el cual posee rango de garantía constitucional por el art. 75 inc. 22 de la Carta Magna federal.

En este aspecto, resulta insuficiente el agravio alegado por los recurrentes en tanto la ausencia de configuración de los presupuestos de procedencia de la acción intentada.-

En efecto, el presente se procura a través de la acción de amparo, propiciar las medidas preventivas para evitar futuras inundaciones provocadas por el desborde del “Arroyo Azul”, como efluente del Arroyo “Carnaval”. En este sentido, el amparo se presenta como el medio por el cual la judicatura pueda ordenar ciertas medidas para prevenir daños mayores al entorno difícilmente reversibles, en tanto ello es el criterio directriz para actuar en materia ambiental (cfr. S.C.B.A. causas Ac. 60.094, "Almada", sent. de 19-V-1999; Ac. 77.608, "Ancore S.A.", sent. de 19-II-2002; B. 57.805, "Sociedad Anónima Garovaglio y Zorraquin", sent. de 26-IX-2007, esta Cámara, causa N° 3131 cit. Supra.). 

XII.2 .El plazo de caducidad:

En la presente se procura enjuiciar la “omisión” del deber que pesa sobre las demandadas de arbitrar los medios necesarios para prevenir futuras inundaciones, realizando y ejecutando deberes normativos a su cargo.

En este sentido, el plazo previsto en la norma adjetiva (art. 6 ley 7166 y art. 6 ley 13.928 ) no puede tener andamiento toda vez que en el supuesto enjuiciado estamos frente a una omisión, cuya eventual ilegitimidad reluce de manera continuada. Frente a tales circunstancias ha de recordarse que el Alto Tribunal Nacional sostuvo que “.. en la medida que la acción incoada se enjuicia una arbitrariedad o ilegalidad continuada, sin solución de continuidad, originada, es verdad, tiempo antes de recurrir a la justicia, empero, mantenida al momento de accionar y también en el tiempo siguiente. No es un hecho único ya pasado, cuyo juzgamiento tardío compromete la seguridad jurídica, ni un hecho consentido tácitamente, ni de aquellos que en virtud de su índole deben plantearse en acciones ordinarias...” (C.S.J.N. 25-09-2001 “Tortaroglu de Neto, Leonor c/ I.O.S.”)

XII.3. La existencia de ilegalidad o arbitrariedad manifiesta: 

Los recurrentes coinciden en alegar la ausencia de configuración de los presupuestos de procedencia de la acción intentada, arguyendo puntualmente en la falta de “ilegalidad o arbitraridad” manifiesta.-


Es cierto que la acción de amparo sólo procede ante la presencia de un comportamiento estatal (activo u omisivo) que, con ilegalidad o arbitrariedad manifiesta, lesione o amenace los derechos fundamentales reconocidos en el plexo constitucional (art. 20 inc. 2° Const. Pcial; art. 43 Const. Nacional; cfr. doct. esta Cámara causas A-249 BB0 “Duca”, ya citada; A-6-MP2 “Rodríguez Lubary”, sent. del 26-VI-2008; A-697-MP0 “Molina”, sent. de 19-VIII-2008).-


En tal entendimiento cabe entonces  precisar si, en el caso, la inacción de las demandada ha sido el producto de un obrar razonado y ajustado a derecho, o si, por el contrario, la omisión endilgada se muestra ausente de justificación en los términos del artículo 1074 del código civil.-

A tal fin, bien vale recordar que una conducta es ilegal cuando no concuerda con la norma jurídica que prescribe lo debido, importando ello una violación del orden jurídico establecido (cfr. doct. S.C.B.A. causas Ac. 83.862 “Pergolani”, sent. de 01-IV-2004; B. 64.702 “Coto”, sent. del 06-X-2004; B. 64.981 “Bilicich”, sent. del 23-II-2005; L. 87.778 “Amado”, sent. del 08-II-2006; B. 66.345 “D.,R.”, sent. del 26-XI-2008), desde que aquel acto u omisión aparecen desprovistos del mínimo respaldo tolerable para subsistir como tales (cfr. doct. S.C.B.A. causas B. 63.788 “Llusá”, sent. del 21-V-2003; B. 65.114 “Giovannini”, sent. del 09-III-2005; Ac. 88.573 “Fundación Hematológica Sarmiento”, sent. del 2-III-2005; B. 66.035 “Soria”, sent. del 19-VII-2006).


Las respuestas brindadas por la Provincia, en el informe obrante a fs. 89/92, no abastecen suficientemente la premisa indicada. En efecto, el descargo suministrado por la DIPSOH, solo denota como un suceso atípico la lluvia acaecida el 28 de febrero de 2008, empero luego las acciones operativamente detalladas, nada dicen respecto a las obras necesarias para evitar daños futuros.-


Lo propio ocurre con el informe suministrado por el apoderado municipal a fs. 105/109, el que se limita a desobligar su responsabilidad competencial en los hechos investigados en autos.-


Puntualmente advierto incumplido ostensiblemente por parte de la Provincia de Buenos Aires (DIPSOH) la normativa citada en el apartado XI, de mi voto, (DECRETO – LEY 10.106/83), y las competencias de allí derivadas por decreto 1441/03.-


Por el contrario, refuerza el temperamento expuesto, el reconocimiento de la problemática existente en autos, en la audiencia de fs. 135, por parte de las demandadas, tanto como de la documental aportada en autos por la parte actora, y el consentimiento de la pericia formulada a fs. 192/206.-


Del mismo modo se advierte el reconocimiento fáctico formulado por la Municipalidad de La Plata, en la formulación del expediente administrativo N° 2406-5164/08 en el que se requiere a la provincia, arbitrar medidas tendientes a evitar futuros infortunios en los canales de descarga del sistema endorreico de la ciudad (fs.111, y 117).-

También juzgo existente  la arbitrariedad, según así lo ha definido nuestra Corte provincial, es la manifestación abierta, caprichosa y sin principios jurídicos, noción que de suyo involucra a conceptos como la inmoralidad, la irrazonabilidad y la injusticia (cfr. doct. S.C.B.A. causa Ac. 92.271 “Champignones Argentinos S.A.”, sent. de 9-VIII-2006).

Se exterioriza, inclusive, cuando aún apareciendo el acto o la omisión fundados explícita o implícitamente en una norma, ésta es aplicada con un excesivo rigorismo formal, autocontradicción (doct. S.C.B.A. causa B. 64.868 “De la Torre”, sent. del 10-IX-2008), o bien cuando las conductas cuestionadas, en orden a las particularidades del caso, resultan contrarias a la equidad y a los principios generales del derecho.


Ello así, advierto que la Comuna demandada hubo incurrido en dicha conducta, toda vez que habiendo asumido su deber de realizar tareas de desmalezamiento en el arroyo en cuestión (ver informe Ing. Bazzana audiencia de fs. 135/136) y consentida la medida cautelar, luego sin motivo fundado incurre en incumplimiento. 


Ahora bien, la sentencia que sobreviene a la etapa cautelar, da por concluida la etapa perisférica, resultando inadmisible reinstalar sus efectos en la sentencia de mérito, circunstancia que supera todo juicio provisorio.


En tal caso ha de revocarse el apartado III de la sentencia de grado, que verifica dicha inacción. (ap.III.), quedando la conducta de las demandadas descriptas y sujetas al futuro y eventual cumplimiento de la sentencia de mérito apelada en autos.-


XIII. En razón de todo lo expuesto, y con arreglo a las consideraciones que pasaré a exponer, estimo corresponde confirmar la sentencia apelada, modificando sus alcances determinados en la parte resolutiva, debiéndose –en lo sustancial-rechazar los recursos contra aquélla interpuestos.-


Ello así,  toda vez que las omisiones endilgadas a las demandadas se subsumen en la acción típicamente exigible por el marco normativo que la comprende (ver leyes 10106, 8553, decreto 1441/03).-


Ahora bien, a tenor de lo expresado supra, ha de dejarse expresamente aclarado que la responsabilidad por la inejecución de las obras contenidas en la sentencia impugnada quedan a cargo de la autoridad provincial (DIPSOH) conforme la normativa citada en el apartado XI, de mi voto, (DECRETO – LEY 10.106/83), y las competencias de allí derivadas por decreto 1441/03.-


A la Municipalidad de La Plata le incumbe -en el marco de su competencia-, efectuar a través de la Dirección de Obras particulares (ord. 3001) el relevamiento de obras existentes cerca de los cursos de agua (terraplén, alambrados), y realizar los trabajos efectivos y concretos de desmalezamiento, la limpieza, desobstrucción y mantenimiento de los del curso y adyacencias del Arroyo Azul, no existiendo a su cargo la realización de obras hidráulicas en el marco de su competencia.- (ley 8553).

Finalmente estimo que debe revocarse la fijación preventiva de astreintes (ap. 8.6 de la sentencia apelada) de acuerdo con lo resuelto por esta Cámara de Apelación en las causas Nº 902 “Zárate” (sent. del 14.4.05) y Nº 3847 “Giudice” (res. del 13.3.07), entre muchas otras, la regla es que ese tipo de pena pecuniaria destinada a constreñir la satisfacción de la orden judicial y dotar al proceso de eficacia, no se establece en el pronunciamiento que determina la conducta a seguir. El criterio general allí establecido, resulta plenamente aplicable a las connotaciones de la causa, en tanto la modalidad en que ha sido establecida la sanción pecuniaria, puede llevar a desnaturalizar su carácter de medio de coerción, que sólo se debe concretar en una pena cuando se desatiende injustificadamente el mandato judicial.

Por esas razones y circunstancias, sin perjuicio de la hipotética pertinencia de imponer astreintes, corresponde hacer lugar al recurso de apelación en este punto y dejar sin efecto el apercibimiento, en cuanto ha sido materia de agravio (arts. 77 del CCA; 37, CPCC; 666 bis, CC)


XIV. Por lo expuesto propicio:
1°) Rechazar los recursos de apelación interpuestos, y confirmar la sentencia apelada en cuanto impone las obligaciones determinadas en la pericia obrante a fs. 192/206.-

2°) Modificar los alcances de la sentencia recurrida, estableciendo que la responsabilidad por la inejecución de las obras a realizarse en el curso del Arroyo “Azul” recaen de manera exclusiva en la Provincia de Buenos Aires, Ministerio de Infraestructura, de Dirección Provincial de Saneamiento y Obras Hidráulicas de la Provincia (DIPSOH) (Ley 10.106 y Decreto 1441/03).

3°) Modificar los alcances de la sentencia apelada, y establecer que incumbe a la Municipalidad de La Plata, el relevamiento y verificación de las obras existentes cerca de los cursos de agua (terraplén, alambrados), (Ord. 3001) y realizar los trabajos efectivos y concretos de desmalezamiento, la limpieza, desobstrucción y mantenimiento de los cursos y adyacencias del Arroyo Azul, no existiendo a su cargo la realización de obras hidráulicas en el marco de su competencia.-(ley 8553).-

4°) Revocar el apartado III, de la sentencia apelada; y la fijación prematura de astreintes, establecidas en el apartado 8.6 de la sentencia apelada.-

5°)  Costas a la vencida (arts. 19 ley 13.928).


Así lo voto.-

A la primera cuestión planteada, la Dra. Milanta dijo:

1. Con las especificaciones en torno al alcance que propone el juez de segundo voto, corresponde confirmar el pronunciamiento apelado, aunque en rigor ello no implica desnaturalizar su contenido que viene dado por la implementación conjunta de medidas –empero dentro del marco de incumbencia de cada sujeto público-, conforme resulta de la prueba pericial rendida y restantes constancias de la causa ponderadas en la sentencia, necesarias para prevenir la afectación a los derechos requeridos de tutela judicial (arts. 20 inc. 2, 36 inc. 8 y concs., C.P.; 33, 41 y 43, C.N.; conf. mis votos en las causas Nº 9829, “Oberti”, res. del 26-11-09; N° 475 “Riera Bosch”, sent. del 29-12-05; Nº 2403 "Sociedad de Fomento de Cariló”, res. de fecha 29-11-05 y sentencia de fecha 28-06-07; Nº 3131  "Asc. Civil Nuevo Am. Cen. Vec. P.Lara c/ CEAMSE”, sentencia de fecha 22-06-06; Nº 8812, “Asc. Hoja de Tilo", res. de fecha 04-12-08, y sus citas).

2. En cuanto a la sanción conminatoria que se aplica en el punto III del fallo, corresponde dejarla sin efecto toda vez que la etapa cautelar ha quedado agotada, no resultando pertinente en la sentencia establecer esa condena respecto de un mandato provisorio que carece de actualidad. Amén de ello, la demandada aduce que cumplimentó la orden precautoria, circunstancia que, sumada a la anterior, tornaría abstracta e improcedente la imposición.

Igual temperamento procede adoptar en torno a la fijación prematura de astreintes, ante la eventualidad de que no se observe lo establecido en la sentencia de mérito, por las razones expuestas en el penúltimo párrafo del punto XIII del voto anterior. Más aún considerando la índole de las medidas que conforman la decisión.

Así lo voto.

A la segunda cuestión planteada, el Dr. De Santis dijo:


En orden a la consideración de las labores profesionales realizadas, lo dispuesto por los artículos 16, 49 y concordantes del Decreto Ley 8904/77, propongo reducir la regulación de honorarios practicada a 20 JUS, a distribuir en la forma en que decide el auto regulatorio.

Me expido pues por la negativa.

Así lo voto.


A la segunda cuestión planteada, el Dr. Spacarotel dijo:

También ha de desestimarse la queja interpuesta en materia de honorarios regulados en autos, toda vez que su evolución se encuentra ajustada a las pautas establecidas por la ley 8904 arts. 16, 49 y ccs.).- 

Por lo expuesto, corresponde confirmar los honorarios regulados en autos (arts. 16 y 49 ley 8904).



A la segunda cuestión planteada, la Dra. Milanta adhiere al voto del Dr. Spacarotel.


De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata, dicta la siguiente

S E N T E N C I A


Por los fundamentos expuestos en el Acuerdo que antecede, por mayoría se resuelve:

1°) Rechazar los recursos de apelación interpuestos, y confirmar la sentencia apelada en cuanto impone las obligaciones determinadas en la pericia obrante a fs. 192/206.-

2°) Modificar los alcances de la sentencia recurrida, estableciendo que la responsabilidad por la inejecución de las obras a realizarse en el curso del Arroyo “Azul” recaen de manera exclusiva en la Provincia de Buenos Aires, Ministerio de Infraestructura, de Dirección Provincial de Saneamiento y Obras Hidráulicas de la Provincia (DiPSOH) (Ley 10.106 y Decreto 1441/03).

3°) Modificar los alcances de la sentencia apelada, y establecer que incumbe a la Municipalidad de La Plata, el relevamiento y verificación de las obras existentes cerca de los cursos de agua (terraplén, alambrados), (Ord. 3001) y realizar los trabajos efectivos y concretos de desmalezamiento, la limpieza, desobstrucción y mantenimiento de los cursos y adyacencias del Arroyo Azul, no existiendo a su cargo la realización de obras hidráulicas en el marco de su competencia.-(ley 8553).-

4°) Revocar el apartado III, de la sentencia apelada; y la fijación prematura de astreintes, establecidas en el apartado 8.6 de la sentencia apelada.-


5°)  Costas a la vencida (arts. 19 ley 13.928).


6) Confirmar los honorarios regulados en autos (arts. 16 y 49 ley 8904).


Por su actuación profesional en segunda instancia, regúlanse los honorarios del letrado patrocinante de la parte actora, Dr. Marcos Beorlegui, en la suma de pesos ochocientos noventa ($ 890,-), monto al que se deberá adicionar el 10% (arts. 10, 15, 31, 44, 54, 57 y concs., dec-ley 8904/77; 12 inc. a) y 16, ley 6716 y modif.).



Regístrese, notifíquese y devuélvanse las actuaciones al juzgado de origen, oficiándose por Secretaría.


Fdo. Dr. Gustavo Daniel Spacarotel  Juez; Dr. Gustavo Juan De Santis .Juez; Dra. Claudia A. M. Milanta Jueza ; 
Ante mi, Dra. Mónica M. Dragonetti  Secretaria REGISTRADO BAJO EL Nº 110 (S).-
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